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Comisión de Aplicación de Normas 
 

Fecha: 6 de junio de 2023  

Los Gobiernos que figuran en la lista de casos individuales tienen la posibilidad, si así lo desean, de 
proporcionar información por escrito a la Comisión. 

  

 Información sobre la aplicación de los convenios ratificados 

proporcionada por los Gobiernos que figuran en la lista 

de casos individuales 

Liberia (ratificación: 1962) 

Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 

(núm. 87)  

El Gobierno ha comunicado la siguiente información por escrito. 

El Gobierno de Liberia ha solicitado con éxito asistencia técnica a la OIT, que le ha 
proporcionado una hoja de ruta para resolver las cuestiones planteadas recientemente por la 
Comisión de Aplicación de Normas. La labor de asistencia técnica en curso (que comenzó a 
finales de mayo) incluye un examen de las decisiones adoptadas por el Ministerio de Trabajo 
con el objetivo de ofrecer asesoramiento sobre qué acciones, en consonancia con las 
recomendaciones de la Comisión, pueden llevarse a cabo ahora, sin violar la legislación 
vigente, y de proponer modificaciones para hacer plenamente efectivos los derechos que aún 
no se han realizado. 

Existe la posibilidad, que no requeriría enmienda, de modificar el procedimiento de 
elaboración del Reglamento de la administración pública, de tal manera que los trabajadores 
del sector público se beneficien de un proceso más parecido al de la negociación colectiva 
consagrado en la Ley sobre el Trabajo Decente. El Gobierno mantiene su compromiso de 
impedir que se detenga a los trabajadores que reivindican sus derechos, y actualmente no se 
tiene noticia de la detención de ningún dirigente sindical. La legislación nacional vigente no 
permite la disolución de un sindicato por parte de un empleador o de una organización de 
empleadores. Solo se permite previa solicitud del propio sindicato, de su(s) afiliado(s) o de un 
ministro ante un tribunal de jurisdicción competente (artículo 35.3, a) de la Ley sobre el Trabajo 
Decente). Además, cualquier decisión está sujeta a apelación. Ningún ministro ha considerado 
o iniciado proceso alguno para la disolución de un sindicato. Sin embargo, el Gobierno es 
consciente de que un traslado voluntario de los trabajadores de una unidad de negociación, 
en consonancia con sus derechos, de un sindicato a otro ha sido descrito por el sindicato que 
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pierde afiliados como una «disolución» del sindicato en ese lugar de trabajo, aunque el término 
no se está utilizando en su sentido jurídico correcto. 

Para proteger adecuadamente a los trabajadores, el Estado mantiene su compromiso de 
intervenir enérgicamente en cualquier caso en que la acción de un empleador tenga como 
objetivo socavar la sindicación en el lugar de trabajo. El Gobierno sigue protegiendo la 
seguridad de los dirigentes del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Salud de Liberia 
(NAHWUL), aunque no ha podido recibir información por parte de sus dirigentes que permita 
investigar la presunta amenaza. El Gobierno indica que la modificación de la legislación es un 
ejercicio ajeno a la rama ejecutiva del Gobierno, a la cual pertenece el Ministerio, y el hecho de 
que NAHWUL siga alegando el deseo de convocar una huelga como la razón esencial para que 
el Ministerio de Trabajo lo considere formalmente un sindicato significa que ningún legislador 
está interesado en emitir un voto que podría provocar muertes en su distrito, incluso en su 
familia o la suya propia. Esa parte de las reivindicaciones de NAHWUL tendría que omitirse, e 
incluso olvidarse, si quiere que el debate sobre su estatus gane impulso entre los legisladores 
nacionales. 

Las organizaciones sindicales existentes en Liberia permanecen abiertas a los 
trabajadores extranjeros, y el Ministerio aún no ha recibido ni una sola queja de un ciudadano 
extranjero al que se haya denegado la afiliación a un sindicato nacional que opere en un lugar 
de trabajo. Las normas para la formación de organizaciones representativas son las mismas 
para todos los trabajadores cubiertos por la Ley sobre el Trabajo Decente. El Ministerio pone a 
disposición los servicios de su personal en caso de que algunos trabajadores extranjeros 
prefieran organizar sindicatos exclusivamente para ellos. El Gobierno señala además que, a 
diferencia de otros países, donde los trabajadores extranjeros se dedican al trabajo doméstico 
o artesanal, en Liberia los asalariados extranjeros tienden a ocupar mayoritariamente puestos 
directivos, por lo que están más representados en la organización de empleadores, donde el 
vicepresidente primero y uno de los miembros del panel de arbitraje compuesto por tres 
personas no son liberianos. Además, grupos nacionales, como la Unión Cultural Libanesa 
Mundial y la Unión Empresarial India, representan los intereses de sus miembros, incluso si no 
están empleados en la actualidad. 

El Gobierno señala que, a raíz de una escisión entre dos facciones del Congreso del 
Trabajo, que llegó hasta el Tribunal Supremo del país, no tiene ningún homólogo con el que 
discutir este asunto. A petición del Tribunal, se ha establecido un comité dirigido por un 
antiguo Presidente del Tribunal Supremo, acompañado por un antiguo Viceministro del 
Trabajo y con un antiguo Senador como consejero, que está colaborando con las facciones del 
Congreso del Trabajo para solventar la crisis de liderazgo actual del movimiento de los 
trabajadores. 

El Gobierno niega estas alegaciones y no logra entender cómo la reintegración de un 
trabajador que había sido despedido sumariamente durante varios años, facilitándole 
oportunidades y asignándole un cargo más prestigioso, podría considerase una amenaza para 
la vida del trabajador. El desconcierto del Gobierno es incluso mayor debido a la ausencia de 
toda prueba o rastro de las presuntas amenazas por parte del distinguido Secretario General. 
El Ministerio señala que los esfuerzos para armonizar la Ley sobre el Trabajo Decente y el 
Reglamento de la administración pública todavía son incipientes, ya que los funcionarios 
públicos tienen algunas ventajas frente a los trabajadores cubiertos por la Ley sobre el Trabajo 
Decente, dado que los ministerios y la administración pública no están dispuestos a ver perder 
a sus trabajadores. Estas ventajas incluyen: 1) un horario de trabajo más reducido; 2) el 
derecho a más ausencias consecutivas del trabajo antes de tener lugar la pérdida de empleo 
(14 en comparación con 10); 3) la perennidad de los empleos (apenas existen despidos), y 4) las 
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oportunidades de progresión profesional, el derecho a dejar el empleo para postular a un 
cargo político y el retorno al empleo si la campaña electoral no ha sido exitosa. Además, el 
órgano legislativo aún no ha observado ningún interés particular en el cuerpo general de 
funcionarios públicos que sacrifican estos derechos con la esperanza de obtener derechos de 
negociación que se considerarían esencialmente nulos, dado que el Fondo Monetario 
Internacional ya ha establecido un límite a los salarios de los funcionarios públicos en Liberia.  

La mayor parte de la labor de promoción para su inclusión en la Ley sobre el Trabajo 
Decente está siendo realizada por un pequeño grupo de dirigentes que están dispuestos a 
poner en peligro las ventajas de las que gozan sus colegas a fin de obtener el liderazgo en el 
Congreso del Trabajo, lo cual es probable que suceda porque la administración pública no es 
solo el mayor empleador, sino también diez veces más grande que el segundo empleador 
(Firestone), por lo que los dirigentes salen ganando automáticamente en cualquier convenio. 
Entretanto, la discusión con los legisladores que participaron en la promulgación de la Ley 
sobre el Trabajo Decente revela una gran preocupación ante la posibilidad de una promoción 
injustificada de los intereses de cualquier Gobierno en las actividades del Congreso del 
Trabajo, cuando las personas que prestan servicio en la cadena de mando del Gobierno 
pueden convertirse en dirigentes del Congreso del Trabajo. El artículo 81 de la Constitución 
liberiana prohíbe a los sindicatos tratar de lograr el apoyo de los partidos políticos, aunque sus 
miembros pueden afiliarse libremente y apelar las decisiones como individuos. 


